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INFORME PARA LA VISTA — ASUNTO C-243/89 

1. En el marco de un recurso por incumpli­
miento, la fase administrativa previa deli­
mita el objeto del litigio, y éste ya no 
puede, en lo sucesivo, ser ampliado. En 
efecto, la posibilidad de que el Estado 
afectado presente sus observaciones cons­
tituye una garantía esencial querida por el 
Tratado y una forma sustancial para la 
validez del procedimiento dirigido a 
declarar el incumplimiento de un Estado 
miembro. 

2. En el marco de un recurso por incumpli­
miento, interpuesto con arreglo al artículo 
169 del Tratado por la Comisión, única 
competente para apreciar la oportunidad 
de dicho recurso, corresponde al Tribunal 
de Justicia declarar si el incumplimiento 
imputado existe o no, incluso si el Estado 
demandado ya no niega el incumpli­
miento y reconoce el derecho a la repara­
ción del perjuicio que, en su caso, hayan 
podido sufrir los particulares a causa del 
incumplimiento. De no ser así, los Esta­

dos miembros, al reconocer el incumpli­
miento y aceptar la responsabilidad que 
puede derivar de éste, podrían, en cual­
quier momento del procedimiento ante el 
Tribunal de Justicia, poner fin a dicho 
procedimiento sin que la existencia del 
incumplimiento y el fundamento de su 
responsabilidad hubieran sido jurisdiccio-
nalmente declarados. 

3. Incumple las obligaciones derivadas de 
los artículos 30, 48 y 59 del Tratado, así 
como de la Directiva 71/305, un Estado 
miembro que hace convocar una licita­
ción, en el marco de un procedimiento de 
adjudicación de contratos públicos de 
obras, que incluye, como requisito, la uti­
lización, en todo lo posible, de materiales, 
bienes de consumo, mano de obra y bie­
nes de equipo nacionales y que hace que 
las negociaciones con el licitador seleccio­
nado tengan lugar según una proposición 
que no se ajusta al pliego de cláusulas 
administrativas particulares. 

INFORME PARA LA VISTA 
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I. Marco jurídico 

1. El 26 de julio de 1971, el Consejo adoptó 
la Directiva 71/305/CEE, sobre coordinación 
de los procedimientos de adjudicación de los 
contratos públicos de obras (DO L 185, p. 5; 
EE, 17/01, p. 9; en lo sucesivo, «Directiva»). 
Su finalidad es la de coordinar los procedi­
mientos de adjudicación de los contratos 

públicos de obras, celebrados en los Estados 
miembros por cuenta del Estado, de las enti­
dades territoriales y de las demás personas 
jurídicas de Derecho público en base a los 
siguientes principios: prohibición de especifi­
caciones técnicas que tengan un efecto discri­
minatorio, publicidad suficiente de los con­
tratos y elaboración de criterios objetivos de 
participación. Según su artículo 2, las Admi­
nistraciones adjudicadoras aplicarán sus pro­
pios procedimientos nacionales adaptados a 

* Lengua de procedimiento: danés. 
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